
DICTAMEN No. 196 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día diecisiete de julio de mil novecientos ochenta y cuatro, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 102. Se da cuenta con consulta elevada por el conducto reglamentario, 
formulada por el Tribunal Municipal Popular de Cienfuegos que es del siguiente 
tenor:  
"Quien suscribe, Lic. Mirían Quintana Iglesias, jueza profesional a cargo de la 
sección Civil del Tribunal Municipal Popular de Cienfuegos, por medio de la 
presente me dirijo a ese Consejo a los efectos de que si a bien lo tiene, sirva 
evacuarme la siguiente consulta: 
Encontrándose como Presidenta p.s.r. del susodicho Tribunal o como juez en 
función de la Sección Penal he resuelto casos penales los cuales 
posteriormente han sido apelados resultando que al recibir las resultas de los 
susodichos recursos se ha dictado auto por la sala de lo penal del Tribunal 
Provincial Popular de Cienfuegos anulando lo actuado por dos motivos 
fundamentales; el primero por considerar que las pruebas practicadas en la 
primera instancia deben ser ampliadas y en el segundo al no haber firmado los 
jueces legos el acta de votación, por lo que en ambos casos se tiene que volver 
a dictar nueva sentencia por la primera instancia y resolver en consecuencia a 
partir de la anulación. 
Sin embargo al hacer un detallado estudio de lo dispuesto en el artículo 381 
párrafo segundo de la Ley procesal Penal, observamos que el Tribunal de 
apelación viene obligado a dictar nueva sentencia aún y cuando considere 
reproducir total o parcialmente la prueba de la primera instancia u otra que su 
juicio sea útil.  
Para el segundo caso consideramos que la obligación específica esta 
establecida en la ley es la firma por todos los jueces de la sentencia dictada, lo 
que sí se ha verificado en los casos anulados y que el hecho cierto de omitirlo 
en el acta de votación podrá implicar una medida de corrección disciplinaria, 
pero nunca la anulación de la sentencia, primero por el hecho de encontrarse 
refrenada la sanción impuesta por la firma de loa actuantes en la sentencia, 
segundo, que dado el procedimiento para los tribunales municipales, al 
notificarse la sentencia al acto de concluir la vista oral imposibilitada de notificar 
una decisión distinta a la tomada por los jueces, aún y cuando no hayan 
firmado la susodicha acta de votación..  
No obstante a ello y a mayor abundamiento al estudiar el artículo 78 de la 
mencionada norma procesal observamos que el único motivo de anulación 
previsto es para los casos en que el Tribunal de casación acoja con lugar el 
recurso por quebrantamiento de forma, lo que en estos casos es imposible, en 
primer lugar por no referirse a un recurso de casación y en segundo lugar por 
no resolver la sala de apelaciones por quebrantamiento de forma. 
Esta situación incluso conlleva la afectación en el sistema estadístico por 
cuanto en ninguno de los modelos oficiales aprobados se contempla por ellos, 
primeramente por cuanto dicha causa se ha reflejado como resuelta, siendo 
improcedente ponerla en nuevo curso, pues de hecho y de derecho lo está y en 



segundo al dictar nueva sentencia y reflejarse ello en su casilla correspondiente 
no concordaría con la cantidad de juicios celebrados en el período, ya que en el 
caso de la anulación a partir del acta de votación, en caso de proceder 
solamente se acordaría nueva sentencia y la redacción correspondiente. 
Por todo ello y ante la reiteración con que ello se viene produciendo solicito se 
me evacue la consulta en el sentido de conocer si la sala que conozca de las 
apelaciones interpuestas puede o no dictar auto anulando las actuaciones o 
como bien se señala en el artículo 381 tendrá siempre que resolver por 
sentencia lo que proceda, con independencia de las correcciones disciplinarias 
del caso". 
El consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
DICTAMEN No. 196 
Existen diferentes sustanciales entre el recurso de apelación, regulado en los 
artículos 380 y siguientes de la Ley de Procedimiento Penal, y el de casación. 
En el recurso de apelación, el Tribunal no está facultado para anular la 
sentencia dictada por el tribunal de instancia basado en defectos de forma, ya 
que la ley le otorga facultades para realizar un nuevo juicio oral en el que 
deben subsanarse los actos violatorios de las formas esenciales del proceso, 
sin que pueda entenderse que el Tribunal de apelación, al amparo de lo 
preceptuado en el artículo 79 de la Ley de procedimiento Penal, está 
autorizado para anular una sentencia del tribunal inferior recurrida, equiparando 
este recurso al de casación, cuando por su naturaleza son esencialmente 
diferentes. 
Es asimismo improcedente anular la sentencia del tribunal de instancia cuando 
se advierte la falta de firmas de los jueces en el acta de discusión, o cualquier 
otro tipo de discrepancia de aquélla con la sentencia, pues ésta tiene el 
carácter de documento legal indubitado y definitivo que pone término al 
proceso en la instancia. Las diferencias observadas entre ambos documentos 
pueden considerarse motivos para la imposición de medidas de corrección 
disciplinaria por la manifiesta negligencia que implican, pero nunca dar lugar a 
la anulación de una sentencia, como si dicha acta tuviera mayor jerarquía 
decisoria que la sentencia. 
Unicamente está autorizado el Tribunal Provincial a anular la sentencia del 
municipal, cuando reciba en apelación una causa que entienda es de su 
competencia, en cuyo caso procederá de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado segundo de la Instrucción número 107, de 15 de marzo de 1983, del 
Consejo de Gobierno de este Tribunal Supremo Popular. 


